Carrera Judicial.

Documento de sustentación.
I. En anteriores ediciones de la Cumbre Iberoamericana de Presidentes de Cortes Suprema y Tribunales Supremos de Justicia y del Encuentro Iberoamericano de Consejos de la Judicatura, declaramos solemnemente que consolidar el Estado de Derecho es un propósito común de todos los países que conforman la Comunidad Iberoamericana de Naciones. Su consolidación es, junto con el sustento de los principios constitucionales, es el más firme y valioso instrumento para la profundización del sistema democrático. Desde la perspectiva de la garantía de los derechos fundamentales de los ciudadanos, los ordenamientos jurídicos de cada Estado han implementado el desarrollo legal y normativo propio, con la recepción de los valores universales recogidos en las Declaraciones Universales que son patrimonio común, y la tradición jurídica particular que se ha ido consolidando en cada uno de ellos. Mas es también un propósito común que la aplicación de las leyes alcance el alto nivel que corresponde a nuestras democracias, con el fortalecimiento de una “carrera judicial” organizada sobre la base de las experiencias consolidadas hasta el presente y con el perfeccionamiento que potencialmente es posible alcanzar desde los principios compartidos y las pautas que resultan del derecho comparado, con la finalidad de obtener un grado de funcionamiento homogéneo, en lo posible, desde el máximo respeto a la legalidad constitucional de cada Estado.

II. La Seguridad Jurídica que debe garantizar el Estado de Derecho, tanto desde la perspectiva del servicio público de la justicia, como desde las garantías que demandan las cada vez más interdependientes relaciones económicas internacionales, requiere la solidez de la institucionalización de una carrera judicial, que debe ser entendida, según la definición recogida en la Declaración de Zacatecas de 2002, como el marco jurídico que regula el ingreso, permanencia y promoción de todos los operadores del servicio de la justicia. Deberá ser organizada mediante normas constitucionales, legales y reglamentarias que indicarán los requisitos para acceder a la función judicial, adquirir la formación adecuada, permanecer en el cargo, ocupar nuevos destinos dentro del mismo grado, o acceder a superiores responsabilidades por la vía de los ascensos, así como la sujeción al régimen de responsabilidad en el ejercicio de la función, que legalmente esté determinado, inspirado en los principios de transparencia, predeterminación y legalidad que debe presidir el sistema disciplinario con la tipificación precisa de las faltas y sanciones que, eventualmente, puedan ser impuestas, incluida la destitución por causa justificada.

III. Una “carrera judicial” ha de consolidarse sobre la base de una previa determinación de los órganos jurisdiccionales, los grados y funciones que integren la estructura del organigrama del servicio, a los que serán asignados los jueces y magistrados según corresponda por predeterminación legal, tomando en consideración la idoneidad de cada uno de sus servidores. Para ello se tendrá en cuenta la capacidad, la capacitación profesional, aptitud, los méritos y la experiencia previa, como vía para procurar el ideal de la excelencia profesional que se pretende. Tal es la conclusión del análisis de las contestaciones dadas al cuestionario previo a la redacción del presente documento por los Estados participantes, que pone de manifiesto la experiencia positiva en este campo que se registra el los países que cuentan con una normativa específica de esta índole.

IV. En cuanto al ingreso en la “carrera judicial” de los jueces y magistrados es propósito común que los requisitos vengan predeterminados por la Constitución y las leyes que la desarrollen, y sean de público conocimiento para la implantación del principio de igualdad de oportunidades para el acceso a la misma. Tales requisitos deben ir encaminados a conocer el grado de idoneidad del aspirante y contemplarán la edad mínima para cada cargo, la ciudadanía exigible, la titulación académica, la experiencia profesional y la ausencia de impedimentos físicos o psíquicos, incluidas las pruebas psicotécnicas que cada país considere convenientes, todo ello como garantía de que no se tolera ningún género de discriminación. (artículo 13 del Estatuto del Juez Iberoamericano). 

V. La selección de los aspirantes debe realizarse por un órgano predeterminado, comisión seleccionadora o tribunal, en la modalidad que cada Estado tenga por conveniente instituir, que asegure el procedimiento objetivo, público y también predeterminado, para asegurar la idoneidad de los que resulten designados para el ejercicio de la función jurisdiccional, al mismo tiempo que la equitativa igualdad de oportunidades para el acceso a los distintos cargos, como prevén los artículos 11, 12 y 13 del Estatuto del Juez Iberoamericano. Especialmente cuando la normativa propia de los Estados prevean que en la selección han de intervenir órganos de naturaleza política, o estén involucrados distintos poderes del Estado, será preciso asegurar la mayor transparencia y agilidad de los mecanismos de coparticipación en la proposición, con predeterminación del sistema de elección, plazos y mayorías cualificadas.

VI. El procedimiento de selección debe ser establecido de forma anticipada y su convocatoria se realizará con la publicidad precisa para garantizar la igualdad de oportunidades entre los interesados y en función del elenco de méritos que hayan sido considerados oportunos para juzgar la idoneidad exigible. La preselección se efectuará en régimen de absoluta transparencia tomando en consideración los antecedentes académicos y profesionales y los conocimientos técnicos demostrados. Así mismo las pruebas psicotécnicas, las pruebas para la selección y las entrevistas de evaluación se llevarán a término asegurando la objetividad de la decisión.

VII. La idoneidad inicial debe ser completada con las actividades de capacitación que se impartan por la Escuela Judicial y tras un periodo de prácticas tuteladas previo al ejercicio de la función jurisdiccional. Se reafirma en este aspecto el propósito de potenciar la colaboración entre las Escuelas Judiciales, intercambiando experiencias, conocimientos y una base formativa común.

VIII.  Se considera prioritario alcanzar el objetivo de la estabilidad profesional de jueces y magistrados, tanto en el cargo para el que sean designados, como en la propia “carrera judicial”. Tal es un requisito indispensable para la independencia de criterio en el ejercicio de la función y la garantía del derecho de los ciudadanos al juez predeterminado legalmente, para lo que se establecerán los mecanismos convenientes que garanticen la inamovilidad en el cargo, de tal forma que no puedan ser apartados del mismo si no media libre renuncia, o causa justificada plenamente acreditada objetivamente. El deber de abstención y el derecho de las partes a la recusación causal deberá ser regulado de tal forma que no se vulneren los principios de inamovilidad ni independencia.

IX. Para la cobertura de las vacantes que se produzcan en las plazas que integran la organización judicial, tanto en el primer grado como en las instancias y grados superiores, se arbitrarán legalmente los mecanismos oportunos para que se posibilite el traslado a dichos órganos de los jueces y magistrados que, integrados ya en la “carrera judicial”, lo soliciten. Tales traslados y promociones internas deberán contar necesariamente con el consentimiento del interesado, salvo que existan razones especiales de interés general vinculadas a la organización judicial, (especialización de órganos judiciales, necesidades del servicio tales como el traslado temporal en prórroga de la jurisdicción para reforzar otro órgano), que justifiquen la prevalencia de las necesidades públicas respecto del interés particular del funcionario, tal como establece el artículo 16 del Estatuto del Juez Iberoamericano.

X. Se considera necesario establecer por ley los criterios relevantes para los ascensos de categoría o de grado, que en todo caso requerirán la postulación voluntaria del candidato y se llevarán a efecto por el órgano competente predeterminado legalmente, tras la oportuna selección objetiva, en la que se valorarán como méritos la carrera docente, la actividad científico jurídica, la experiencia profesional, la especialización, la capacitación adquirida en la Escuela Judicial y muy especialmente la evaluación del desempeño, los informes de la inspección de tribunales y la antigüedad. Para tal fin se deben implantar sistemas objetivos de evaluación de la capacidad e idoneidad del postulante. La decisión que se adopte deberá ser motivada y susceptible de ser impugnada, salvo en los casos en los que se reserve a criterios de discrecionalidad la selección en ternas integradas por quienes reúnan los mismos requisitos básicos u otros sistemas que, en todo caso, también deberán respetar los principios de igualdad, mérito y capacidad.

XI. Los jueces y magistrados integrantes de la “carrera judicial” son responsables directos de los actos y decisiones que ejecuten en el desempeño de la función jurisdiccional. Con independencia de la exigibilidad de responsabilidad penal y civil en los casos en los que proceda, se deberá regular el régimen disciplinario aplicable, en base a la catalogación de las faltas y sanciones, con la graduación proporcional de las mismas previamente establecida. El procedimiento sancionador estará basado en los principios de legalidad, transparencia y proporcionalidad, asegurándose en todo caso el derecho de alegaciones y defensa. Las decisiones que se adopten en virtud de la actuación disciplinaria por los órganos competentes, incidirán en la forma que resulte pertinente en la carrera judicial, con la previsión de la suspensión temporal de las funciones, la postergación en la preferencia de la selección de destinos por méritos, o incluso, en los casos graves, a la destitución con pérdida de los derechos adquiridos.

XII. Es conveniente regular también el derecho a la excedencia temporal en la “carrera judicial”, y las vías de reingreso en la misma, así como la finalización en la prestación de los servicios por razones de edad, de salud, cumplimiento de la permanencia máxima en determinados cargos o renuncia a los mismos. Como garantía de la estabilidad en la carrera que se predica, se asegurará un nivel de remuneración suficiente y equitativo en relación con la dignidad y honorabilidad del cargo, que compense igualmente la exigencia de dedicación en exclusiva a la función jurisdiccional, salvo el régimen de compatibilidades que pueda ser determinado legalmente, con previsión de las condiciones de retiro y jubilación.  

XIII. Todas las decisiones que afecten a la carrera de los jueces y magistrados serán adoptadas con las garantías del debido proceso, podrán ser impugnadas y darán lugar a revisión, con los efectos que se prevean por la legislación propia de cada Estado.

